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La responsabilidad social 
dentro del sector público

El compromiso hacia la responsabilidad social (RS) por parte de las Administraciones públicas se 
relaciona con la responsabilidad social corporativa (RSC) y constituye el objeto de este artículo. 
El buen gobierno «global» de la Administración pública incluye no sólo disciplina, transparencia, 
independencia, rendición de cuentas y sentido del deber e imparcialidad, sino también participa-
ción y diálogo con los stakeholders, compromiso ético y respeto hacia la diversidad e igualdad de 
oportunidades. Implica cambios en los procesos de toma de decisiones públicas, con un papel 
más activo de los stakeholders. Se resumen las principales actuaciones que integran los enfoques 
de RS y de los principios del desarrollo sostenible en los sistemas de gestión de lo público.

Administrazio publikoek gizarte-erantzukizunarekin duten konpromisoa enpresen gizarte-erantzu-
kizunarekin lotu ohi da, eta horixe da artikulu honen aztergaia. Administrazio publikoaren gobernu 
«global» egokiak diziplina, gardentasuna, independentzia, kontuak ematea, egin beharraren zen-
tzua eta inpartzialtasuna bildu behar ditu; baina, horrez gain, baita bere interes-taldeen parte-
hartzea eta elkarrizketa, konpromiso etikoa, aniztasunarekiko errespetua eta aukera-berdintasuna 
ere. Horrek erabaki publikoak hartzeko prozesuan aldaketak egin beharra dakar, interes-taldeei 
eginkizun aktiboagoa emanez. Bestalde, artikulu honetan esparru publikoaren kudeaketa-sisteme-
tan gizarte-erantzukizunaren ikuspegia osatzen duten jarduera nagusiak eta garapen iraunkorraren 
printzipioak laburbiltzen dira. 

The compromising towards the Social Responsibility (SR) by the Public Administrations relates with 
the Corporate Social Responsibility (CSR), and is the aim of this article. The good «global» government 
of the Public Administration includes not only discipline, transparency, independence, accountability 
and sense of duty and impartiality, but also participation and dialogue with stakeholders, ethical 
compromising and respect of the diversity and equality of opportunities. It implies changes in the 
processes of public decision making, with a paper of more active stakeholders. This article resumes 
the main actions integrating the SR and the principles of the sustainability, developed by the systems 
of public management.
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1. INTRODUCCIÓN

La responsabilidad social corporativa 
(RSC) es un proceso que se refiere a la 
gestión de la actividad empresarial en su 
relación con los grupos de interés tanto in-
ternos como externos. Un proceso de ges-
tión que, de hecho, comporta también un 
nuevo modo de gobierno de las externali-
dades empresariales en lo económico, lo 
social y lo medioambiental. El estableci-
miento de los límites o fronteras dentro de 
los cuales han de gestionarse estos cos-
tes y benefi cios externos atañe a la políti-
ca y la estrategia de la fi rma; pero también 
concierne a los poderes públicos. Por otra 
parte, en la medida en que la RSC supone 
la aparición de retos y oportunidades que 
afectan al espacio público, se plantea a las 
administraciones públicas la necesidad de 
defi nir una propuesta política en relación 
con esta materia.

En el ámbito europeo, la Comisión Eu-
ropea promueve la formulación y puesta 
en práctica de políticas nacionales de RSC 
en consonancia con las políticas comunita-
rias y las normas y códigos internacionales. 
Así, entre los objetivos de la Cumbre Euro-
pea de Lisboa del año 2000, destaca el de 
estimular las «prácticas idóneas en relación 
con la formación continua, la organización 
del trabajo, la igualdad de oportunidades, 
la integración social y el desarrollo sosteni-
ble». En esa misma línea, la Agenda Social 
Europea de la Cumbre de Niza, en diciem-
bre de 2000, propone «apoyar las inicia-
tivas relativas a la RSE y a la gestión del 
cambio, por medio de una Comunicación 
de la Comisión». Posteriormente, el Libro 
Verde de la responsabilidad social empre-
sarial de julio de 2001 y la ulterior Comuni-
cación de la CE La responsabilidad social 
de las empresas: una contribución em-
presarial al desarrollo sostenible defi nen la 
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RSE como «la integración voluntaria, por 
parte de las empresas, de las preocupa-
ciones sociales y medioambientales en sus 
operaciones comerciales y en sus relacio-
nes con sus interlocutores» (Comisión Eu-
ropea, 2001).

La promoción de la RSC se ha inclui-
do también en la Agenda Social Europea, 
presentada por la Comisión en febrero de 
2005: «La Comisión proseguirá fomentan-
do la responsabilidad social de las empre-
sas. Para potenciar la efi cacia y la credi-
bilidad de estas prácticas, la Comisión, en 
cooperación con los Estados miembros y 
los protagonistas, presentará iniciativas di-
rigidas a mejorar más aún el desarrollo y la 
transparencia de la responsabilidad social 
de la empresas».

De esta manera, la RSC ha entrado en 
la agenda política de la mayoría de gobier-
nos europeos y de otros países. Los go-
biernos se enfrentan, pues, a un desafío 
social importante: están dando respuesta 
al nuevo papel de la empresa en el actual 
proceso de desarrollo económico y a los 
consiguientes retos sociales y medioam-
bientales que se plantean.

Se observan en la actualidad dos enfo-
ques diferentes acerca de la función que 
deben realizar las Administraciones públi-
cas en lo referente a la RSC: por una par-
te, se propone la incentivación de prácticas 
empresariales voluntarias en este ámbito; 
de otro lado, se sugiere la introducción de 
regulaciones al respecto.

Desde el primer punto de vista, intro-
ducir elementos de obligatoriedad en las 
políticas de RSC supondría su desnatura-
lización, pues, en el fondo, la RSC comien-
za allí donde acaban las exigencias de las 
normativas. En consecuencia, se entiende 
que el papel de los poderes públicos debe 

circunscribirse a la difusión y promoción de 
la RSC.

La segunda corriente hace notar que, 
aun cuando el carácter voluntario de la RS 
es un elemento básico, las Administracio-
nes públicas deben establecer un marco 
de referencia específi co para potenciar y 
defender este nuevo concepto de empre-
sa. La generalización de la RS se conside-
ra un asunto de Estado, que ha de preo-
cupar y ocupar a las instancias públicas, 
siendo un objetivo importante de su políti-
ca económica. Ahora bien, con frecuencia 
se apuesta porque las medidas normativas 
se circunscriban a ordenar las vertientes de 
transparencia y verifi cación externa e inde-
pendiente, fundamentalmente.

Frente a esta dicotomía «voluntariedad-
regulación» se sitúa la autorregulación, que 
constituye también una herramienta útil 
de gestión de la RSC. Puede plantear-
se en clave de empresa individual, en el 
marco del sector de actividad o de zo-
nas territoriales e, incluso, en el ámbito de 
situaciones específicas compartidas. La 
autorregulación sectorial, promovida por 
las asociaciones empresariales que tienen 
un conocimiento concreto de sus miem-
bros y de sus operaciones, puede redu-
cir la necesidad de que actúe el legislador, 
atenuando las posibles distorsiones deriva-
das de la intervención de éste en los mer-
cados.

Más en detalle, el Banco Mundial identi-
fi ca cuatro posibles funciones de las Admi-
nistraciones públicas en materia de RSC: 
obligar, facilitar, colaborar y promocionar.

En la vertiente de «obligar», las instan-
cias gubernamentales pueden definir las 
pautas de la actuación empresarial den-
tro del marco legal. Por ejemplo, estable-
ciendo estándares mínimos y control de 
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su cumplimiento, exigiendo transparencia 
y memorias de gestión o legislando en el 
ámbito laboral conforme a la RSC (igual-
dad de género, medidas de conciliación de 
vida laboral y personal, inserción de perso-
nas con discapacidad, y tantos otros as-
pectos). 

El sector público también está en dis-
posición de «facilitar», «colaborar» y «pro-
mocionar», de manera que se incentiven, 
posibiliten y difundan actuaciones y com-
portamientos socialmente responsables de 
las empresas. En este sentido, las institu-
ciones públicas pueden estimular la impli-
cación de actores clave en la agenda de la 
RSC de múltiples modos: animando a las 
empresas; aportando fondos para la inves-
tigación; poniendo en marcha campañas 
de concienciación ciudadana, de forma-
ción o de recopilación y diseminación de 
informaciones; promocionando y fomen-
tando el consumo socialmente responsa-
ble; introduciendo fórmulas voluntarias de 
etiquetado de productos, bancos de bue-
nas prácticas y guías para los sistemas de 
gestión o de reporting de las empresas; fo-
mentando la convergencia y transparencia 
de prácticas e instrumentos de RSC; esta-
bleciendo un marco fi scal y de fi nanciación 
favorable a la RSC; incluyendo en los plie-
gos públicos de compras y contrataciones 
elementos que primen la RSC; desarrollan-
do los conocimientos para introducir efecti-
vamente criterios de RSC en las empresas 
o vías de información para los diferentes 
actores sociales sobre la RSC; o promo-
cionando los valores de ésta en la educa-
ción a todos los niveles.

Asimismo, los poderes públicos pue-
den fomentar medidas de autorregulación 
empresarial sectorial, impulsadas por las 
asociaciones empresariales sectoriales, 
promover acciones de sensibilización, for-

mación e intercambio de buenas prácticas 
para empresas, y facilitar el buen desarrollo 
del proceso de diálogo entre empresas y 
partes interesadas de la sociedad.

En el plano de la práctica, muchos go-
biernos europeos han comenzado a po-
ner en marcha políticas y actuaciones en 
relación con la RSC. En general, aunque 
con alguna signifi cativa excepción, no han 
adoptado pautas de obligatoriedad. Más 
bien han apostado por animar, facilitar y di-
namizar la aplicación de modelos y estrate-
gias empresariales que favorezcan la RSC, 
el desarrollo de estándares y prácticas de 
información en la materia y la creación de 
espacios de diálogo y patrocinio («parte-
nariado»). En este marco, las administra-
ciones públicas desempeñan un papel fun-
damental, difícilmente sustituible. Además, 
dado el ámbito transnacional de actuación 
de bastantes empresas, cabe que exis-
tan vacíos legales o normativas laxas, que 
puede ser preciso cubrir a través de inicia-
tivas multilaterales e internacionales de los 
diferentes gobiernos.

Por lo hasta aquí apuntado, no pare-
ce viable proponer la introducción de nor-
mativas detalladas y extensas de obligado 
cumplimiento en materia de RSC. Aho-
ra bien, existen dos dimensiones específi -
cas y cruciales del gobierno y RSC de las 
compañías que cabe regular desde nuevas 
perspectivas. Por una parte, la información 
de las empresas en el ámbito de la RSC, 
asegurando la calidad y verifi cación exter-
na e independiente de las memorias de 
RSC publicadas con destino a las partes 
interesadas y a la sociedad en general. De 
otro lado, perfeccionar la legislación sobre 
sociedades mercantiles, aprovechando la 
ocasión para abrir dentro de la misma ma-
yores posibilidades para el desarrollo de la 
RSC (Rodríguez, Melle y Sastre, 2007). 

Ekonomiaz 65.indd   87Ekonomiaz 65.indd   87 23/1/08   17:25:2723/1/08   17:25:27



Mónica Melle Hernández

Además, en una Administración públi-
ca descentralizada como la española, pa-
rece lógico que se coordinen las políticas 
públicas de RSC en los diferentes planos 
de la Administración. Y, a la vez, se ten-
ga presente la importante función que jue-
gan las organizaciones intermediarias entre 
Gobiernos y empresas. Son instituciones 
de distinto tipo en cada país, pero que, en 
cualquier caso, generan materiales, fomen-
tan espacios de encuentro, proporcionan 
oportunidades de verifi cación de las actua-
ciones empresariales y facilitan proyectos 
comunes, entre otros cometidos.

Dentro de las posibles actuaciones 
de los poderes públicos en materia de 
RSC, pero desde otro ángulo, cabe alu-
dir al compromiso hacia ella por parte de 
las propias Administraciones públicas, en 
cuanto organizaciones que prestan servi-
cios a la ciudadanía. Este es precisamen-
te el objeto de este artículo que se centra 
en el análisis del desarrollo de actuaciones 
socialmente responsables por parte de las 
Administraciones públicas. El Estado debe 
liderar el impulso de pautas de conduc-
ta responsable en todas sus actividades 
económicas, empresas públicas y organis-
mos públicos. La Administración pública, 
como actor económico, es susceptible de 
ser examinada como un empleador más, 
y tendrá que tener diseñadas sus propias 
políticas de transparencia y reporte, de re-
laciones laborales, de integración de mi-
norías, de gestión de los fondos públicos 
(fundamentalmente, el fondo de reserva de 
la Seguridad Social). La estructura guber-
namental interna de dicha responsabilidad 
social se puede instrumentar vía la crea-
ción de un consejo o comité de RSC en 
el pertinente nivel administrativo; o de una 
agencia interdepartamental para la coordi-
nación técnica y el fomento y desarrollo de 

las políticas de responsabilidad social en la 
Administración pública.

Después de esta breve introducción, 
este artículo se estructura en cinco aparta-
dos más que analizan, primero desde una 
perspectiva más teórica, los principios de 
responsabilidad social de las administra-
ciones públicas, los grupos de interés re-
levantes en la Administración pública y el 
nuevo enfoque del proceso de toma de 
decisiones. Pasar después a exponer las 
iniciativas concretas más importantes de-
sarrolladas por las Administraciones públi-
cas en materia de RS, y concluye con las 
perspectivas de futuro que ofrece la res-
ponsabilidad social en las administraciones 
públicas.

2.  RESPONSABILIDAD SOCIAL DE 
LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

Las Administraciones públicas, cada vez 
en mayor medida, integran los principios de 
responsabilidad en sus propios sistemas de 
gestión y en las relaciones con terceros, con 
el fi n de proteger, entre otros, los derechos 
de los consumidores, no permitir las agre-
siones a los derechos humanos, alcanzar la 
máxima observancia de estándares labora-
les dignos y no discriminatorios, respetar el 
medio ambiente y erradicar cualquier tipo 
de corrupción, así como cualquier otro as-
pecto en el que se identifi que una despro-
tección de los derechos básicos.

Las Administraciones públicas deben in-
tegrar los enfoques de RSC y de los princi-
pios del desarrollo sostenible en los siste-
mas de gestión de lo público, impulsando 
dentro del Estado, en todas sus activida-
des económicas, empresas públicas y or-
ganismos públicos, y en las relaciones con 
terceros, las mismas pautas de conducta 
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responsable. En este sentido, en el caso 
de aprovisionamientos públicos, implica, 
por ejemplo, la exigencia de determinados 
requisitos en términos de RSC a aquellas 
empresas que aspiren a contratar con la 
Administración.

Asimismo, las Administraciones tratan de 
combinar los acuerdos, tanto en el marco 
del diálogo social como en el desarrollo de 
consensos de bases más amplias que im-
plican a otros actores sociales, con nuevas 
obligaciones normativas y medidas legisla-
tivas de regulación de la actividad econó-
mica. Así, en España y de acuerdo con la 
legislación comunitaria en materia de con-
tratación pública, en la futura ley de con-
tratos del Sector Público se han recogido 
cláusulas de naturaleza social y ambiental, 
como la creación de empleo, la contrata-
ción de personas con especiales difi culta-
des de inserción laboral o los compromisos 
medioambientales de las empresas adjudi-
catarias. La Ley Orgánica para la igualdad 
efectiva de mujeres y hombres recoge tam-
bién políticas de estímulo e incentivos junto 
con nuevas obligaciones como la necesi-
dad de incorporar en los convenios colec-
tivos la negociación de Planes de Igualdad. 
Asimismo, la Administración pública debe 
ser ejemplarizante en sus actuaciones para 
con sus empleados, integrando a personas 
con discapacidad e incorporando planes 
de igualdad.

La aplicación de principios de RSC a las 
Administraciones públicas implica la im-
plantación de mecanismos de buen go-
bierno corporativo «global»; esto es, con 
una perspectiva integradora de las distin-
tas partes interesadas. En primer término 
es preciso perfi lar la debatida cuestión de 
identifi car a los grupos de interés, para en 
un segundo lugar, apuntar los diversos me-
canismos existentes para articular un go-

bierno stakeholder en las administraciones 
públicas.

Según el cuarto de los Principios de 
gobierno corporativo enunciados por la 
OCDE, en su versión última del año 2004, 
«El marco del gobierno corporativo debe 
reconocer los derechos de los grupos de 
interés establecidos legalmente o acorda-
dos mutuamente y promover activamente 
la cooperación entre las empresas y dichos 
grupos para la creación de riqueza, pues-
tos de trabajo y la sostenibilidad de empre-
sas fi nancieramente sanas».

Adaptando a la Administración pública 
los criterios de dirección stakeholder que 
señala Bowie (1998): 1) La Administración 
pública debe considerar los intereses de 
todos los stakeholders afectados en cual-
quier decisión que adopte; 2) esta consi-
deración implica obtener contribuciones 
(inputs) de todos los stakeholders afecta-
dos; 3) no debe darse el caso de que los 
intereses de un solo stakeholder tengan 
prioridad en todas las decisiones; 4) cada 
Administración pública debe establecer 
procedimientos diseñados para garantizar 
que las relaciones entre los stakeholders 
sean gobernadas mediante reglas justas, 
establecidas de acuerdo con los tres crite-
rios precedentes y respaldadas por todos 
los stakeholders.

Un buen gobierno «global» de la Admi-
nistración pública incluye las característi-
cas básicas del buen gobierno de la Ad-
ministración, que se resumen en disciplina, 
transparencia, independencia, rendición de 
cuentas, sentido del deber e imparcialidad. 
Pero a todo ello añade la responsabilidad 
social (King Committee on Corporate Go-
vernance, 2002) cuyos principios generales 
aplicables a la Administración pública son 
los siguientes:
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— Que la organización de la propia ins-
titución incorpore la responsabilidad 
social, esto es, en sus políticas de 
gestión, criterios de remuneración y 
sistemas o procedimientos, involu-
crando a las partes interesadas rele-
vantes y consiguiendo el compromiso 
de los puestos directivos.

— Que se lleve a cabo una identifi cación 
objetiva de las partes interesadas, 
distinguiendo entre partícipes prima-
rios y complementarios; todos ellos 
con derechos, pero también con res-
ponsabilidades.

— Que la organización, dirección y ges-
tión sean participativas. Se deben 
usar mecanismos que faciliten de 
manera continua e institucionalizada 
la participación y el diálogo con los 
stakeholders.

— Transparencia y rendición de cuentas. 
Los partícipes deben tener acceso pe-
riódico a la información relevante, con 
garantía de fi abilidad y en el momento 
oportuno sobre la base de la transpa-
rencia y la verifi cación externa e inde-
pendiente. A través del control parla-
mentario es posible llevar a cabo una 
evaluación de la responsabilidad so-
cial de las administraciones públicas.

— Compromiso ético, respeto hacia la 
diversidad e igualdad de oportunida-
des. Como complemento a los prin-
cipios de buen gobierno corporativo 
asumidos, las administraciones públi-
cas deben dotarse de códigos éticos 
generales, en los cuales, además de 
las reglas habituales sobre respeto a 
los derechos humanos y comporta-
miento honrado e íntegro, se aprecie 
de modo específi co el valor de la di-
versidad—en todas sus vertientes—y 

se garantice la libertad de los diferen-
tes stakeholders para comunicar sus 
informaciones acerca de eventuales 
prácticas ilegales o contrarias a la éti-
ca, incluso a través de los órganos de 
representación en los que participen 
y sin ver por ello comprometidos sus 
derechos.

— Adopción de códigos formales de 
responsabilidad social, que incluyen 
criterios para establecer políticas al 
respecto, articulan el diálogo con los 
stakeholders y elaboran, difunden y 
verifi can las informaciones pertinen-
tes, desarrollando así los principios 
generales señalados.

3.  LOS GRUPOS DE INTERÉS 
RELEVANTES EN 
LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

Los partícipes, grupos de interés, par-
tes interesadas o stakeholders de la Admi-
nistración Pública son los grupos sociales 
e individuos afectados de una u otra forma 
por la existencia y acciones de la Adminis-
tración, con un interés legítimo, directo o 
indirecto, por la marcha de ésta, que infl u-
yen a su vez en la consecución de los ob-
jetivos marcados.

Pueden distinguirse dos niveles básicos 
de stakeholders que, para el caso especí-
fi co de las Administraciones públicas, se 
concretan en:

— Partícipes primarios, contractuales o 
directos, que asumen riesgos no di-
versifi cables y determinan estratégica-
mente el grado de efi ciencia y efi cacia 
de las políticas públicas. Se distingue 
entre internos (los altos cargos polí-
ticos —que en este caso asumen el 
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rol de los accionistas o propietarios— 
y los empleados públicos, incluyen-
do directivos y no directivos) y exter-
nos (ciudadanos —son los «clientes» 
para la Administración pública—, pro-
veedores, acreedores financieros, y 
otras administraciones públicas loca-
les o territoriales cuando se desarro-
llan convenios para llevar a cabo ac-
tuaciones conjuntas).

— Partícipes complementarios, contex-
tuales o indirectos, ya estén afecta-
dos por efectos externos positivos o 
negativos, sin una previa inversión vo-
luntaria directa (sociedad y público en 
general, generaciones futuras...), o ya 
sean instituciones o grupos que inten-
tan infl uir y condicionar las actuacio-
nes de la Administración (agentes e 
interlocutores sociales, agentes eco-
nómicos y empresariales, organiza-
ciones no gubernamentales, medios 
de comunicación…).

Los stakeholders relevantes pueden va-
riar en función de cada Administración. 
También pueden ir cambiando a lo largo 
del tiempo en una misma Administración 
pública, pues la identifi cación y la impor-
tancia de esos partícipes vienen determi-
nadas por variables como la justifi cación, 
la factibilidad, la legitimidad y la urgencia 
de sus demandas (Boatright, 1999; Mit-
chell et al., 1997). Es responsabilidad de 
los órganos de gobierno de la Administra-
ción identifi carlos adecuadamente en cada 
momento.

De hecho, según Donaldson y Pres-
ton (1995) no resulta conveniente tratar a 
todos los stakeholders por igual, ya que 
se deben sopesar sus respectivas con-
tribuciones, costes y riesgos. Asimismo, 
no necesariamente todos ellos deben es-

tar igualmente involucrados en el conjunto 
de procesos y decisiones. Lo relevante es 
delimitar bien las facultades y las respon-
sabilidades, de modo que cada partícipe 
cuente con información, incentivos, poder 
y capacidad para actuar. Como regla gene-
ral, un stakeholder tiene menor necesidad 
de «voz» a medida que se reduce su coste 
de «salida» de la relación. Precisamente, es 
el mantenimiento y protección de su «inver-
sión específi ca» o el problema de los efec-
tos externos lo que justifi ca que deba es-
cuchársele.

Por tanto, en la orientación pluralista 
cabe elegir dentro de una extensa red o 
«cartera» de mecanismos de gobierno, 
complementarios entre sí, que deben in-
tentar extenderse a los proveedores, con-
tratistas, ciudadanos y empleados. De es-
tos principios generales y buenas prácticas 
en materia de RSC, cabe citar:

— Presencia directa o indirecta en los 
comités y órganos de dirección y go-
bierno de las Administraciones pú-
blicas.

— Posibilidad de veto a través de la pre-
sencia en algún comité de supervisión 
y control.

— Organización de paneles, foros, asam-
bleas u otros canales análogos —en 
su caso, electrónicos o virtuales— 
para aplicar procedimientos de infor-
mación y consulta.

— Encuestas periódicas para cada Ad-
ministración pública y en comparación 
con otras organizaciones similares.

— Asignación de derechos residuales 
sobre los resultados alcanzados, me-
diante retribuciones en función de la 
efi ciencia y resultados de las actua-
ciones.
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— Recepción de garantías de calidad y 
certifi cados de sostenibilidad medio-
ambiental.

— Alianzas, proyectos e iniciativas multi-
stakeholder.

Es posible dar protagonismo a todos 
los partícipes construyendo redes de inte-
reses y aplicando estrategias de colabora-
ción, reforzando la supervisión mutua (de 
cada stakeholder sobre las actuaciones de 
los demás) como solución típica ante los 
problemas de interdependencia e incerti-
dumbre.

Una estructura de gobierno de las Admi-
nistraciones públicas que anima la «voz» y 
la participación, no sólo facilita la «interna-
lización» de los efectos externos sobre los 
diversos partícipes. También multiplica la 
transferencia mutua de mejor y más abun-
dante información entre la Administración 
pública y los grupos de los que depen-
de. Se articula una especie de «cámara de 
compensación» de las informaciones, don-
de éstas se reúnen, comparten, analizan y 
difunden. Ello favorece la adopción de de-
cisiones, el control, la mejora de los resul-
tados de las actuaciones de la Administra-
ción y, en defi nitiva, la efi ciencia dinámica 
del sistema de gobierno aplicado.

Los diferentes mecanismos de gobier-
no para la Administración pública pluralista 
pueden agruparse en diversos niveles po-
sibles de compromiso entre aquélla y sus 
partes interesadas, que se concretan de 
menor a mayor nivel del compromiso asu-
mido en los siguientes:

1. Permanecer pasivo: No hay meta ni 
relación con los stakeholders. No hay 
comunicación activa. Las inquietudes 
de los stakeholders se plantean a tra-
vés de protestas, cartas, o Internet.

2. Hacer un seguimiento de las opinio-
nes de los stakeholders. La comuni-
cación es unilateral de los stakehol-
ders hacia la Administración pública. 
Existe un seguimiento en los medios 
y en Internet, así como informes de 
otros stakeholders.

3. Informar o educar a los stakeholders. 
La comunicación es también unilate-
ral, pero en este caso va de la Admi-
nistración pública a los stakeholders 
a través de boletines, cartas, folle-
tos, informes, sitios en Internet, dis-
cursos, conferencias, presentaciones 
públicas, comunicados y conferen-
cias de prensa y publicidad en los 
medios. La relación con los stakehol-
ders puede ser a corto o largo plazo 
(«Le mantendremos informado»).

4. Realizar transacciones, esto es traba-
jar juntos en una relación contractual 
entre la Administración pública y los 
stakeholders. La comunicación es bi-
lateral, aunque limitada, establecida y 
controlada según las condiciones del 
contrato.

5. Consultar para obtener información 
y opiniones de los stakeholders para 
fundamentar las decisiones internas 
de la Administración pública. La co-
municación es bilateral, aunque limi-
tada porque la Administración pre-
gunta y los stakeholders responden a 
través de encuestas, reuniones per-
sonales y públicas, talleres, foros de 
asesoramiento, foros online, sondeos 
de opinión, en una relación que pue-
de ser a corto o largo plazo («Les 
mantendremos informados, escu-
charemos sus inquietudes, conside-
raremos sus opiniones y explicare-
mos nuestras decisiones»).
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6. Participar y trabajar directamente 
con los stakeholders para asegurar 
la comprensión y consideración de 
sus inquietudes en los procesos de 
toma de decisiones. La comunica-
ción es bilateral o multilateral entre 
la Administración pública y los stake-
holders a través de foros de múlti-
ples stakeholders, paneles de aseso-
ramiento, procesos de creación de 
consenso y procesos participativos 
de toma de decisiones. El aprendiza-
je es bilateral, las relaciones pueden 
ser puntuales o a largo plazo y los 
stakeholders actúan de forma indi-
vidual. 

7. Asociarse o convocar a una red de 
stakeholders para desarrollar con-
sensos y planes de acción conjuntos. 
La comunicación es bilateral o multi-
lateral entre la Administración pública 
y los stakeholders. El aprendizaje y la 
toma de decisiones son bilaterales. 
Los stakeholders actúan de forma 
conjunta y la relación entre la Admi-
nistración y los stakeholders es a lar-
go plazo, a través de proyectos con-
juntos e iniciativas voluntarias de dos 
o más stakeholders.

8. Delegar las decisiones sobre un 
tema determinado a los stakehol-
ders. Implica nuevas formas organi-
zacionales de rendición de cuentas, 
en las que los stakeholders tienen 
un rol formal en el gobierno de la 
institución o las decisiones se les 
delegan. La relación entre la Admi-
nistración pública y los stakeholders 
es a largo plazo.

En la práctica, las Administraciones pú-
blicas han ido pasando por las distintas 
etapas o niveles señalados anteriormente. 

Cada vez en mayor medida prestan par-
ticular atención al seguimiento de las opi-
niones de los ciudadanos y resto de stake-
holders, la organización de paneles, foros y 
asambleas, la realización de encuestas, o 
el logro de certifi cados de sostenibilidad.

Asimismo, en la actualidad se perci-
be por parte de determinadas Administra-
ciones públicas españolas un intento de 
avanzar hacia una mayor comprensión y 
consideración de las inquietudes de los 
stakeholders en los procesos de toma de 
decisiones. Se tiende también hacia una 
comunicación bilateral o multilateral entre 
la Administración pública y los stakehol-
ders a través de foros de múltiples stake-
holders, paneles de asesoramiento, proce-
sos de creación de consenso y procesos 
participativos de toma de decisiones.

4.  NUEVO ENFOQUE DEL PROCESO 
DE TOMA DE DECISIONES

La incorporación de la RS en las ad-
ministraciones públicas implica tener en 
cuenta a los ciudadanos y a los demás 
stakeholders en la organización, lo cual 
requiere cambios en los procesos de toma 
de decisiones. Tradicionalmente, en di-
chos procesos la Administración toma uni-
lateralmente las decisiones que posterior-
mente se comunican a los stakeholders. 
Sin embargo, el cada vez más importante 
buen gobierno «global» de la Administra-
ción pública implica un papel más activo 
de los stakeholders en la toma de decisio-
nes públicas. Esto supone un cambio fun-
damental en la cultura de las administra-
ciones públicas.

En muchas ocasiones, la presión por in-
volucrar a los stakeholders en los proce-
sos de decisiones públicas surge, no tan-
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to del debate sobre los principios éticos 
de legitimidad democrática, sino de la cri-
sis de confi anza en los Gobiernos por los 
casos de corrupción. La incorporación de 
los stakeholders al proceso de decisiones 
se presenta entonces como una forma de 
mejorar la relación entre la Administración 
pública y el público en general.

Frecuentemente, el primer paso con-
siste en aumentar la transparencia, pro-
porcionando a los ciudadanos un mayor 
acceso a la información sobre las decisio-
nes públicas. Asimismo, también se suele 
poner énfasis en mejorar la calidad de los 
servicios públicos incluyendo una mayor 
audiencia para los usuarios. En este sen-
tido algunas medidas pueden concretarse 
en el desarrollo de ofi cinas de relaciones 
públicas en cada Administración para faci-
litar información y recogida de quejas, y en 
el uso de encuestas que permitan medir el 
grado de satisfacción de los usuarios para 
evaluar las percepciones de los ciudada-
nos sobre la calidad de los servicios.

Estos nuevos procesos de toma de de-
cisión derivados de la incorporación de 
RS en la Administración pública, se intro-
ducen también para reducir los potencia-
les confl ictos que se generan en aquellas 
decisiones que pueden tener un impacto 
signifi cativo sobre la mayoría de los gru-
pos de interés. De ahí que sea cada vez 
más frecuente que numerosas leyes, tan-
to estatales como autonómicas, introduz-
can el requerimiento de consultar a los 
stakeholders relevantes en planifi cación 
urbana y en iniciativas de desarrollo local. 
Las iniciativas de implicación y participa-
ción de los stakeholders se usan también 
para gestionar potenciales áreas de con-
fl ictos relacionados con proyectos de de-
sarrollo polémico, especialmente relacio-
nados con medioambiente y asuntos de 

seguridad y salud pública. Estas iniciati-
vas suponen un cambio evolutivo de los 
procesos tradicionales de toma de deci-
siones, que aparece representado en el 
gráfi co n.o 1, hacia un modelo inclusivo 
de toma de decisiones (representado en 
el gráfi co n.o 2).

Generalmente, las legislaciones empie-
zan a otorgar poder a los grupos públicos 
pero no obligan a incorporar a los stake-
holders en el proceso de toma de deci-
siones. Con frecuencia, la aplicación del 
modelo inclusivo es voluntaria, de ahí que 
exista una gran diversidad entre las diver-
sas administraciones y las diferentes Co-
munidades Autónomas, respecto al uso y 
la calidad de integración y participación. 
La legislación, por tanto, no ha sido efec-
tiva para promover el cambio cultural ha-
cia la aplicación del diálogo y a compartir el 
poder entre las instituciones públicas y los 
stakeholders.

La OCDE, por su parte, defi ne tres ni-
veles de participación de los stakeholders 
en las políticas y actuaciones desarrolladas 
por las administraciones públicas:

1. Informar o comunicar a los grupos de 
interés afectados.

2. Consultar a los grupos de interés 
mencionados, con la finalidad de 
buscar retroalimentación, opiniones y 
sugerencias.

3. Implicar a tales grupos de interés, 
colaborando y decidiendo juntos.

La experiencia española está sobre todo 
concentrada en los dos primeros niveles. 
La implicación real de los stakeholders en 
los procesos de toma de decisiones es to-
davía muy poco frecuente, aunque se per-
ciben avances sustanciales en ese ámbito 
durante los últimos años.
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Gráfico n.o 1

Modelo tradicional de toma de decisión

Políticos, 
funcionarios y 

expertos toman 
una decisión

La decisión es 
anunciada

Algunos 
grupos de 

stakeholders 
se oponen 
a la decisión

La Administración 
defiende su decisión

Se producen 
retrasos en poner 

en marcha 
la decisión

La decisión es 
bloqueada y no 
se toma ninguna 

otra acción

Se retira 
la decisión y 

el proceso empieza 
de nuevo

Fuente: Elaboración propia.

Gráfico n.o 2

Modelo inclusivo de toma de decisión

Se toma 
una decisión

Los que toman
las decisiones 

escuchan todas 
las consideraciones

Se identifican
los stakeholders

relevantes

Se define un 
problema o área
de intervención

Fuente: Elaboración propia.
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5.  ALGUNAS INICIATIVAS 
DESARROLLADAS POR 
LAS ADMINISTRACIONES 
PÚBLICAS EN MATERIA DE 
RESPONSABILIDAD SOCIAL

En España, durante los últimos años, 
se han desarrollado diversas actuaciones 
que integran los enfoques de RSC y de los 
principios del desarrollo sostenible en los 
sistemas de gestión de lo público. En el 
ámbito de las relaciones de la Administra-
ción pública con los empleados públicos 
y los altos cargos, destaca el Estatuto Bá-
sico del Empleado Público, que establece 
los derechos y deberes de todos los em-
pleados públicos, entre los que se incluye 
el derecho a la negociación colectiva y un 
sistema de retribuciones ligado a la evalua-
ción objetiva del desempeño del puesto de 
trabajo, con el fi n último de lograr una Ad-
ministración de calidad centrada en el ser-
vicio a los ciudadanos. El Código para el 
Buen Gobierno, que recoge los principios 
éticos y de conducta que rigen las actua-
ciones de los altos cargos en el desempe-
ño de su función, la Ley de regulación del 
confl icto de intereses de los altos cargos y 
el código de comportamiento ético de los 
empleados públicos fomentan la vocación 
de servicio público como un valor esencial 
en la actuación de los empleados de la Ad-
ministración, que ha de basarse en los si-
guientes principios: eficacia, austeridad, 
imparcialidad, dedicación, primacía del in-
terés público, y transparencia.

También en el ámbito de las relaciones 
con los empleados públicos, se han de-
sarrollado planes de actuación dirigidos a 
lograr la igualdad entre hombres y muje-
res, con el establecimiento de comités de 
selección de personal paritarios, y con me-
didas que facilitan la conciliación de la vida 

familiar y laboral, como la fl exibilización de 
los horarios de trabajo, permisos, exceden-
cias, fórmulas de adaptación del teletraba-
jo a la Administración y protección de las 
empleadas públicas víctimas de violencia 
de género, entre otras medidas. Para evitar 
la exclusión social de las personas con dis-
capacidad, la Administración pública hace 
efectiva la reserva legal del 5% de empleo 
público a personas con discapacidad, fa-
voreciendo así su plena integración y un 
sector público sin barreras.

Respecto a las relaciones con los pro-
veedores, la nueva legislación que regula 
los contratos de las administraciones pú-
blicas y el resto de entes del sector público 
se aplica en todos los contratos, indepen-
dientemente de su modalidad (de obras, 
de concesión de obra pública, de gestión 
de servicios públicos, de suministro, de 
servicios, de colaboración entre el sector 
público y el sector privado, mixtos, otros 
vinculados al giro o tráfi co de la administra-
ción contratante, privados). Esta Ley trans-
pone la Directiva 2004/18/CE de contratos 
del sector público sobre procedimientos de 
adjudicación de los contratos públicos de 
obras, suministros y servicios; y además 
de promover la transparencia en la con-
tratación pública, introduce criterios socia-
les, de paridad y medioambientales en di-
cha contratación. De esta forma, a través 
del aprovisionamiento público se promueve 
el empleo de personas con especiales difi -
cultades de inserción en el mercado labo-
ral, se eliminan las desigualdades entre el 
hombre y la mujer, se facilita la formación 
en el centro de trabajo y se da cumplimien-
to a determinadas condiciones de carácter 
medioambiental.

En relación con la implicación de los ciu-
dadanos y la sociedad, las Administracio-
nes públicas, en sus niveles local, regional 
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y estatal, han puesto en marcha iniciativas 
participativas, facilitando la intervención de 
los ciudadanos en la toma de decisiones 
sobre los asuntos públicos. Así, destacan 
las cartas de derechos de los ciudadanos, 
los presupuestos participativos, la creación 
de la Agencia de Evaluación de los Servi-
cios y Políticas Públicas y la adopción de la 
Agenda 21 de las Naciones Unidas.

El compromiso de las administraciones 
publicas locales ante los ciudadanos para 
fomentar la participación democrática y la 
transparencia en los asuntos públicos lo-
cales, ha dado lugar a la constitución de 
las cartas de derechos de los ciudadanos, 
de acuerdo con el ordenamiento constitu-
cional (artículo 23 de la Constitución Espa-
ñola) y conforme a los principios que inspi-
ran la Carta Europea de Salvaguarda de los 
Derechos Humanos a las ciudades (Saint 
Denis, 2000). Una Carta de derechos ciu-
dadanos es un conjunto de instrumentos 
(normas jurídicas, proyectos, programas, 
planes de actuación), dirigidos a favore-
cer el ejercicio de los derechos ciudadanos 
para la participación (que incluye además 
del derecho a la participación, el de infor-
mación, reunión y asociación, así como el 
sistema de garantías para su ejercicio).

Estas Cartas surgen para facilitar la par-
ticipación ciudadana, arbitrar instrumentos 
de carácter organizativo, interno, para po-
ner la Administración al servicio de los de-
rechos ciudadanos y establecer sistemas 
de garantía y protección de los mismos. La 
creación de estas Cartas no debe realizar-
se en un único acto, sino de construcción 
gradual permitiendo una mayor interven-
ción social y una mejor adecuación a las 
necesidades y a los cambios. Incorporan 
un reglamento de participación ciudadana, 
que incluye la forma de organización (Sis-
temas de Información, Atención y Comu-

nicación, la Ofi cina de Atención Ciudada-
na, los medios de comunicación locales, 
la página Web municipal y el correo elec-
trónico ciudadano, y la guía de trámites); 
el sistema de defensa y protección de los 
derechos ciudadanos; los órganos de par-
ticipación (consejo de ciudad, consejos te-
rritoriales, los consejos sectoriales, consejo 
de niños y niñas, consejo de equipamien-
to, Comisiones específi cas); y los derechos 
de los ciudadanos, entre los que destacan 
los derechos a la participación, a la infor-
mación, a hacer peticiones o solicitudes al 
gobierno, de audiencia, a la iniciativa ciu-
dadana, a presentar quejas, reclamaciones 
y sugerencias, de intervención en las se-
siones públicas municipales, a la consulta 
popular o referéndum, a una política mu-
nicipal de fomento de las asociaciones, al 
acceso y utilización de las tecnologías de 
la información y comunicación, de reunión, 
y la promoción efectiva de los derechos de 
participación.

Además del Reglamento, las Cartas de 
derechos de los ciudadanos incorporan 
planes de información y comunicación, de 
promoción del asociacionismo, de usos de 
los equipamientos municipales, para la me-
jora de la convivencia o el civismo, regla-
mentos de funcionamiento de los órganos 
territoriales y de los órganos sectoriales, 
procedimiento de elección/selección de los 
representantes del consejo de ciudad, y 
sistema de defensa de los derechos ciuda-
danos. Finalmente, obvio es decir que para 
la elaboración de las Cartas deben utilizar-
se métodos participativos.

El cuadro n.o 1 resume las diversas fór-
mulas de participación ciudadana que se 
han desarrollado en los gobiernos locales 
durante la última década (Gomà y Font, 
2001). Para establecer esta tipología se to-
man en consideración dos criterios: la base 
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de la participación y la fase del proceso de 
actuación pública sobre la que se proyecta 
la experiencia participativa:

— Respecto de la base de la participa-
ción, se distingue entre una base aso-
ciativa (cuando se canaliza a través de 
grupos organizados de ciudadanos), 

una base personal (cuando los ciuda-
danos pueden participar a nivel indi-
vidual) y una base mixta (cuando se 
combinan las dos anteriores). Por otro 
lado, la participación de base asocia-
tiva puede dividirse entre aquella que 
responde a una lógica sectorial y aque-
lla que atiende a una lógica territorial; 

Cuadro n.o 1

Tipología de fórmulas participativas

Base asociativa
Base
mixta

Base personal

Sectorial Territorial Intensiva Extensiva

En el 
diagnóstico

Fórums 
y mesas 
sectoriales

Consejos 
consultivos 
de barrio, 
distrito, 
ciudad

Planes 
estratégicos

Procesos 
participativos 
temáticos 
(Agenda 21, 
Planes 
educativos de 
ciudad, etc.)

Fórums 
temáticos

Círculos de 
estudio

Conferencias 
de consenso

Asambleas
Audiencias
Teledemocracia

En las 
decisiones

Consejos, 
comisiones 
y ponencias 
sectoriales

Consejos 
municipales 
de barrio o 
distrito

Planes
integrales

Consejos 
territoriales 
mixtos

Jurados 
ciudadanos 
mixtos

Presupuesto 
participativo

Jurados 
ciudadanos

Paneles 
ciudadanos

Encuestas 
deliberativas

Referéndum
Consultas 
populares
Teledemocracia

En la 
gestión

Gestión 
asociativa 
de servicios

Gestión 
asociativa 
de centros 
cívicos

Gestión 
compartida 
de servicios

Gestión por 
voluntariado 
de servicios 
o programas 
municipales

Coproducción 
personalizada de 
servicios

Fuente: Gomà y Font (2001: 70).
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mientras que la participación de base 
personal puede ser intensiva (cuando 
exige a un grupo de ciudadanos una 
fuerte dedicación al proceso participa-
tivo) o extensiva (cuando involucra a un 
amplio número de personas pero sin 
exigir una participación intensa).

— En cuando al segundo criterio, se dife-
rencia entre aquella participación que 
se dirige al diagnóstico de los proble-
mas y a la formación de la agenda lo-
cal, aquella que se ocupa de incidir 
en las decisiones y en la formulación 
de políticas, y aquella que se concen-
tra en la gestión de los equipamientos 
y los servicios.

Los instrumentos de participación ciu-
dadana municipal utilizados con mayor fre-
cuencia en el caso español son, en primer 
lugar, los de base asociativa tradicional y, 
en segundo lugar, las experiencias mixtas 
que se han popularizado a través de la in-
troducción de planteamientos estratégicos 
y de mecanismos como las Agendas Loca-
les 21. La participación de base personal 
tiene una presencia limitada y de carácter 
experimental. A fi nales de los años ochen-
ta un 70% de los ayuntamientos españoles 
de más de 100.000 habitantes ya habían 
dado un primer paso con la redacción de 
sus Reglamentos de Participación Ciuda-
dana. En la actualidad, algo más del 65% 
de los municipios han organizado sus con-
sejos desde una perspectiva estrictamente 
sectorial y, en consecuencia, no han abor-
dado el diseño de sus estructuras partici-
pativas desde un planteamiento global de 
democracia local de consejos. Si bien, más 
de un 67% de los ayuntamientos hacen 
un uso intensivo de la cogestión o la ges-
tión concertada de servicios municipales 
(Brugué y Jarque, 2002). En defi nitiva, se 
detecta cierta concentración de la partici-

pación en la fase de la gestión de progra-
mas y servicios municipales, mientras que 
la capacidad de los ciudadanos para incidir 
en el diseño de las políticas es escasa. En 
el conjunto de España, alrededor del 35% 
de los municipios con más de 100.000 ha-
bitantes han iniciado procesos de planifi -
cación estratégica. Cataluña ha jugado un 
papel impulsor en este terreno y, en conse-
cuencia, cuenta con unos porcentajes su-
periores de presencia de este tipo de ins-
trumentos que se sitúan en torno al 60% 
(Castañer et al., 1999).

Asimismo, además de la participación 
ciudadana, para las Administraciones pú-
blicas resulta en la actualidad objetivo prio-
ritario que su gestión sea efi caz y efi ciente, 
y que esté enfocada al logro de resultados 
que han de medirse y auditarse en todo 
momento, en aras a cubrir principalmente 
los intereses de los ciudadanos. Precisa-
mente, en España entre los principios del 
Código de Buen Gobierno, no sólo se ase-
gura la transparencia y la austeridad, sino 
que se garantiza la atención continua a 
las demandas de la sociedad y se fomen-
ta la participación de los ciudadanos en la 
gestión de lo público. La creación de una 
Agencia Estatal de Evaluación de la cali-
dad de los servicios y las políticas públi-
cas pretende la implantación de sistemas 
de información y evaluación y rendición de 
cuentas, a través del diseño de indicado-
res, evaluación de objetivos o programas 
de seguimiento.

España se ha insertado plenamente en la 
corriente evaluadora de lo público que prima 
en los países de su entorno y en los princi-
pales organismos supranacionales (con el 
referente inmediato de la UE). Una corriente 
que ha venido desarrollándose en dos ám-
bitos distintos: el de la exigencia ciudada-
na, y el de la necesidad política de gestión 

Ekonomiaz 65.indd   99Ekonomiaz 65.indd   99 16/1/08   18:44:4416/1/08   18:44:44



Mónica Melle Hernández

de calidad de los servicios públicos en un 
marco de transparencia y ética institucio-
nal. Una Administración pública moderna y 
efi ciente debe apostar por la calidad de los 
servicios públicos que presta y por la mejora 
de la capacidad de gestión del Estado para 
potenciar su función reguladora y dinamiza-
dora. Sin embargo, según el último informe 
de competitividad mundial del IMD referido 
al año 2006, España fi gura todavía entre los 
países desarrollados en los que sus Admi-
nistraciones públicas son menos transpa-
rentes (gráfi co n.o 3), sus servicios públicos 
son menos independientes del poder políti-
co (gráfi co n.o 4), la contratación en el sec-
tor público no está sufi cientemente abierta a 
ofertas del exterior (gráfi co n.o 5) y mantie-
nen aún puestos intermedios en el ranking 
de sobornos y corrupción en sus adminis-
traciones públicas (gráfi co n.o 6).

La «voz» y la satisfacción de los ciuda-
danos constituyen los pilares de la efi cien-
cia de los servicios públicos (Costas Co-
mesaña, 2007). Es posible identifi car tres 
tipos de mecanismos a utilizar para ajustar 
la calidad de los servicios a las preferen-
cias de los consumidores: 1) Mecanismos 
de mercado («salida» o «elegibilidad» de 
los consumidores) a través de la compe-
tencia entre proveedores; 2) Mecanismos 
de «voz» y autorregulación de la calidad del 
servicio por parte de las propias empresas 
proveedoras; y 3) Regulación pública de 
estándares de calidad del servicio. El dise-
ño e institucionalización de mecanismos de 
voz permiten a los ciudadanos hacer lle-
gar a las administraciones sus preferencias 
y valoraciones sobre la calidad de los ser-
vicios que ofrecen; y a las administracio-
nes disponer de mecanismos que informen 
de sus compromisos de calidad con sus 
usuarios. Le Grand (2003) recomienda que 
las políticas públicas aumenten el poder de 

los clientes sobre los proveedores a través 
de diversos tipos de voz institucionalizada.

Sin embargo, en perspectiva internacio-
nal comparada, los servicios de atención 
al cliente de las administraciones públicas 
españolas fi guran aún entre los peor valo-
rados por los ciudadanos (Accenture, 2007). 
Como muestra el gráfi co n.o 7, España se 
sitúa en el puesto decimonoveno de una lis-
ta de 22 países, sólo por delante de Brasil, 
Polonia o Sudáfrica. Los españoles siguen 
opinando que no están sufi cientemente in-
formados sobre los servicios que prestan 
las administraciones públicas del país.

El compromiso de las Administraciones 
públicas con la sociedad y el desarrollo sos-
tenible está internacionalmente muy acepta-
do (World Comisión of Environment and De-
velopment —WCED—, 1987). Sin embargo, 
y a pesar de su relevancia, su implantación 
real está todavía en fase muy incipiente. La 
adopción de la Agenda 21 de las Naciones 
Unidas por las administraciones públicas 
supone un paso crucial hacia una auténtica 
aplicación de la fi losofía del desarrollo sos-
tenible. La Agenda 21 es un plan de traba-
jo de ámbito mundial que propone una se-
rie de políticas sobre áreas relacionadas con 
el desarrollo sostenible (Naciones Unidas, 
1992) que fue adoptado en la Cumbre de 
la Tierra (Río de Janeiro —Brasil—, 1992). 
Este plan de acción, suscrito por numero-
sos países, pretende transformar el mode-
lo de desarrollo actual en un nuevo modelo 
que satisfaga las necesidades de las gene-
raciones actuales sin comprometer la ca-
pacidad de las generaciones futuras, esto 
es, en un modelo de desarrollo sostenible 
—duradero en el tiempo, efi ciente y racio-
nal en el uso de los recursos y equitativo en 
los benefi cios—; mediante nuevas formas 
de implicación y cooperación entre las Ad-
ministraciones públicas (Pellizzoni, 2001), 
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Gráfico n.o 3

Transparencia de las Administraciones públicas

Fuente: IMD World Competitiveness Yearbook 2006.

Gráfico n.o 4

Independencia política de los servicios públicos

Fuente: IMD World Competitiveness Yearbook 2006.
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Gráfico n.o 5

Apertura al exterior de la contratación en el sector público

Fuente: IMD World Competitiveness Yearbook 2006.

Gráfico n.o 6

Soborno y corrupción en las Administraciones públicas

Fuente: IMD World Competitiveness Yearbook 2006.
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persiguiendo mejoras en la calidad de vida 
(Meister y Japp, 1998).

Sin embargo, la Agenda 21 no se ha in-
corporado a las estrategias y planes de ac-
ción de muchas Administraciones públicas 
hasta fi nales de los años noventa y princi-
pios del 2000, y en muchas de ellas toda-
vía existen diferencias entre la planifi cación 
y la implantación efectiva de las acciones 
contempladas en los planes. Dalal-Clayton 
y Bass (2000) identifi can cinco problemas 
básicos en los planes de la Agenda 21 
adoptados por las Administraciones públi-
cas: 1) predominio del foco medioambien-
tal sobre aspectos sociales y económicos, 
2) el aspecto burocrático está más prepa-
rado para el diseño de los planes que para 
emprender activamente los procesos, 3) ig-
norancia sobre las necesidades futuras, 

4) escasa participación de los stakeholders 
y, en consecuencia, 5) poca conexión con 
los problemas reales. Asimismo, además 
de priorizar la puesta en marcha, es preci-
so tener en cuenta las singularidades que 
existen en cada territorio y crear los instru-
mentos necesarios para cada fi nalidad. La 
Agenda 21 reconoce la relevancia del fac-
tor geográfi co y de ahí surgen las Agendas 
Locales 211, ya que las administraciones 

1 Entre los objetivos más importantes de la Agen-
da 21 Local destacan: proteger espacios libres y bio-
diversidad; defender espacio público de calidad; me-
jorar la movilidad; conseguir niveles óptimos de calidad 
ambiental; preservar los recursos naturales y promo-
ver el uso de renovables; reducir la producción de resi-
duos y fomentar la reutilización y el reciclaje; incremen-
tar la cohe sión social, potenciar la actividad económica 
orientada hacia un desarrollo sostenible; progresar en 
la cultura de la sostenibilidad mediante educación y co-
municación; y promover la cooperación internacional.

Gráfico n.o 7

Ranking de madurez del servicio al cliente 2007

Fuente: Accenture (2007). Leadership in Customer Service: Delivering on the Promise.
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públicas de ámbito local emergen como el 
nivel de gobierno más adecuado para po-
ner en práctica estas acciones, no sólo por 
su proximidad a los ciudadanos, sino por la 
capacidad de los directivos públicos y polí-
ticos para adaptar sus organizaciones a los 
nuevas tendencias de gestión y a las nue-
vas demandas sociales (Krueger y Agye-
man, 2005).

En la actualidad, más de 5.000 ciuda-
des de todo el mundo están elaborando 
sus Agendas Locales 21, mediante me-
canismos de participación de la comu-
nidad local, a fi n de establecer objetivos 
compartidos para contribuir localmente al 
desarrollo sostenible de la sociedad pla-
netaria, reconociendo la responsabilidad 
de las Administraciones públicas locales, 
especialmente del mundo occidental, en 
la actual situación (por concentración de-
mográfi ca; por consumos de bienes, ser-
vicios, energía y territorio). Sin embargo, 
subsisten difi cultades en su implantación 
real (Echebarria et al., 2004; Houghton, 
2005), derivadas de la dimensión requeri-
da para proporcionar los recursos econó-
micos, humanos y de conocimiento reque-
ridos para desarrollar el proceso. De ahí la 
necesidad de desarrollar Agendas 21 Re-
gionales como instrumentos complemen-
tarios a poner en marcha por las admi-
nistraciones públicas de ámbito regional. 
Estas Agendas 21 Regionales deben en-
tenderse como procesos de colaboración 
entre el sector público y privado en los 
que la Administración pública autonómi-
ca proporcione el liderazgo, la motivación, 
el conocimiento, los recursos y su capa-
cidad de reunir a todos los stakeholders y 
en los que las Administraciones públicas 
locales trabajen como una red ahorrando 
recursos y compartiendo conocimiento y 
buenas prácticas.

6.  A MODO DE CONCLUSIÓN: FUTURO 
DE LA RESPONSABILIDAD SOCIAL EN 
LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

En la actualidad, en las Administracio-
nes públicas se está produciendo un mo-
vimiento hacia una mayor implicación de 
los stakeholders en la defi nición e informa-
ción de los resultados de los servicios pú-
blicos. Además, el énfasis en la implicación 
de los stakeholders y la comunidad en la 
planifi cación y los proyectos de desarrollo 
local, obligatoria para fi nanciaciones de la 
UE, está condicionando cada vez más las 
prácticas administrativas.

Las Administraciones públicas están 
empezando a incorporar los principios de 
la responsabilidad social en su gestión, 
fundamentalmente en el ámbito de sus re-
laciones con los empleados públicos y sus 
proveedores. El desarrollo sostenible tam-
bién comienza a formar parte de las agen-
das de las administraciones públicas, que 
entienden que este gran reto depende de 
una serie de requisitos:

— que todos los actores puedan partici-
par de manera informada y cualifi ca-
da en los procesos de toma de deci-
siones; 

— que se estructure un sistema de rela-
ciones intergubernamentales que sea 
ágil y efi ciente pasando de una políti-
ca centralizada a otra multicéntrica; 

— coordinación de numerosas políticas 
sectoriales, porque la sostenibilidad 
no puede ser una cuestión que sola-
mente se trate desde ministerios, de-
partamentos o concejalías de medio 
ambiente;

— la aplicación de un amplio e innovador 
abanico de instrumentos de políticas;

Ekonomiaz 65.indd   104Ekonomiaz 65.indd   104 23/1/08   17:25:3023/1/08   17:25:30



La responsabilidad social dentro del sector público

105

— cambios en la cultura administrati-
va, que tendrá que orientarse a la efi -
cacia y efi ciencia, dando prioridad a 
la transparencia, la información y el 
rendimiento de cuentas, teniendo en 
cuenta los intereses generales y tam-
bién el derecho a la calidad de vida 
de las futuras generaciones;

— un alto grado de participación de los 
diversos elementos de la sociedad, 
que no consiste en procesos puntua-
les de consulta pública (por ejemplo 
a través de encuestas de opinión o 
referendos puntuales) sino que hace 
falta una cultura política participativa 
que permita la adopción de decisio-
nes consensuadas;

— que los individuos actúen como ciu-
dadanos social y ambientalmente 
responsables, porque las creencias, 
los valores y las normas que guían las 
actitudes, las decisiones y los com-
portamientos de la sostenibilidad 
sean reglas permanentes para el con-
junto de actores de la sociedad; y fi -
nalmente,

— que la sociedad disponga de un cier-
to nivel de capital social, es decir, de 
conductividad, comunicación, con-
fi anza, reciprocidad, y sentimiento de 
pertenecer a una comunidad.

El gran reto que tienen las Administracio-
nes públicas en materia de responsabilidad 
social consiste en la implicación de los dife-
rentes stakeholders en el proceso de deci-
siones. Una posible forma de participación 
podría producirse a través de la creación 
de comités diversos, para evitar la concen-
tración de poder y articular contrapesos 
que faciliten el arbitraje entre intereses dis-
tintos, y de «redes» de confi anza/coopera-
ción y competencia (Turnbull, 1997, 2000, 

2002). Se trataría de trasladar a las Admi-
nistraciones públicas la estructura de un 
comité de dirección ejecutiva y un conse-
jo de supervisión o vigilancia, junto con un 
«congreso» o varias asambleas de stake-
holders. En las Administraciones públicas 
el consejo de supervisión lo conforman 
los parlamentos o plenos municipales. La 
creación de foros de proveedores, asam-
bleas de empleados y paneles de clientes, 
a englobar, en su caso, en un «congreso» 
de stakeholders resultan estructuras bási-
cas para contar con información fi able e in-
dependiente acerca de la actuación de las 
administraciones públicas.

Sin embargo, la evolución hacia un buen 
gobierno «global» de la Administración pú-
blica, sobre la base de una Administra-
ción plenamente ciudadana, es probable 
que requiera en la práctica de un proce-
so de maduración a través de diferentes 
etapas, en las que las administraciones 
deben procurar ir modifi cando paulatina-
mente su estrategia, incorporando en su 
gestión los principios de responsabilidad 
social (transparencia completa, rendición 
de cuentas, sostenibilidad medioambiental, 
diálogo stakeholders, alianza con múltiples 
grupos de interés).

Los comités de dirección de las Admi-
nistraciones públicas, por su parte, de-
ben asumir una serie de responsabilidades 
acordes a los principios de responsabilidad 
social. Entre las responsabilidades estra-
tégicas a asumir destacan la de mantener 
un diálogo fl uido con los stakeholders, para 
fortalecer la confi anza mutua y potenciar la 
acumulación de conocimientos, el aprendi-
zaje y la innovación en el marco de la ins-
titución; reducir los confl ictos mediante la 
aplicación de criterios de equidad y el ar-
bitraje entre intereses; establecer sistemas 
de retribución o compensación dando en-
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trada al cumplimiento de objetivos en ma-
teria de RSC; fomentar la buena imagen y 
reputación de la institución, así como in-
centivar el comportamiento ético en sus re-
laciones internas y externas; y potenciar la 
transparencia y la rendición de cuentas.

Finalmente, cuando los grupos de inte-
rés participen en el proceso de gobierno 
de las Administraciones públicas deben te-
ner acceso regular y puntual a información 
relevante, sufi ciente y fi able (OCDE, 2004). 

Entre la información a difundir (United Na-
tions Conference on Trade and Develop-
ment, 2006), debe considerarse la relativa a 
los mecanismos establecidos para prevenir 
los confl ictos de intereses de los directivos 
frente a los stakeholders, las políticas esta-
blecidas en relación con la responsabilidad 
social, los sistemas concretos aplicados 
para proteger los derechos de los stakehol-
ders, y los mecanismos adoptados para la 
participación específi ca de los empleados 
en el buen gobierno de la Administración.
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